El mandato constitucional sobre la orientación de las penas privativas de libertad y la nueva prisión permanente revisable by Ahmad Munir, Badar
  
 
 
GRADO EN DERECHO 
TRABAJO FIN DE GRADO 
TÍTULO: 
EL MANDATO CONSTITUCIONAL 
SOBRE LA ORIENTACIÓN DE LAS 
PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD Y 
LA NUEVA PRISIÓN PERMANENTE 
REVISABLE 
AUTOR: 
AHMAD MUNIR BADAR 
 
 
TUTOR ACADÉMICO: 
MARAZUELA BURILLO EDUARDO 
 
FACULTAD DE DERECHO (UNIVERSIDAD DE ALICANTE) 
2016 
           
            A mi familia, por haber sembrado en mí la voluntad de alcanzar el cielo.
  3 
Contenido 
1. INTRODUCCIÓN ................................................................................................................... 4 
1.1 MOTIVO DE ELECCIÓN ............................................................................................... 4 
1.2 ESTRUCTURA DE TRABAJO ....................................................................................... 5 
2. ANTECEDENTES HISTÓRICOS ........................................................................................ 7 
3. LAS PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD EN LA ACTUALIDAD ............................ 12 
3.1 EL MANDATO CONSTITUCIONAL .......................................................................... 12 
3.2 LA JURISPRUDENCIA Y DOCTRINA DEL TC SOBRE EL ART 25.2 CE .......... 14 
3.3 ¿EXISTE UN DERECHO FUNDAMENTAL A LA RESOCIALIZACIÓN? .......... 16 
4. INTRODUCCIÓN DE LA PRISIÓN PERMANENTE REVISABLE ............................. 19 
4.1 ARGUMENTOS A FAVOR DE LA PRISIÓN PERMANENTE REVISABLE ....... 21 
4.2 ARGUMENTOS EN CONTRA DE LA PRISIÓN PERMANENTE REVISABLE . 22 
4.3 PRISIÓN PERMANENTE REVISABLE Y CADENA PERPETUA PERMANENTE
 ................................................................................................................................................. 25 
4.4 INSTITUCIONES SIMILARES A LA PRISIÓN PERMANENTE REVISABLE EN 
OTROS PAÍSES EUROPEOS ............................................................................................. 27 
4.5 DOCTRINA DEL TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS ............. 28 
4.5.1 CASO VINTER Y OTROS CONTRA REINO UNIDO ........................................... 29 
4.5.2 CASO HUTCHINSON CONTRA REINO UNIDO .................................................. 34 
5. CONCLUSIONES DEL AUTOR ........................................................................................ 38 
6. BIBLIOGRAFÍA ................................................................................................................... 41 
 
  4 
1. INTRODUCCIÓN  
El objeto de este Trabajo Fin de Grado es hacer un estudio sobre cuál es la finalidad que 
pueden buscar las penas privativas de libertad (PPL) de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 25.2 de la Constitución Española (CE). Para ello, resulta necesario comenzar con 
una breve alusión a cómo han evolucionado los motivos por los que se decidía apartar a 
un individuo de una sociedad, cuáles han sido los antecedentes históricos en esta materia, 
cuáles eran los mecanismos de retención de los delincuentes o incluso las razones que 
motivaban a su encarcelamiento.  
En la siguiente fase, se va a tratar la doctrina del Tribunal Constitucional (TC) sobre esta 
materia, que ha venido aclarando, especificando y singularizando el mandato 
constitucional del artículo 25.2, para por último poder analizar la nueva prisión 
permanente revisable, dado que los detractores de la misma han venido a calificar la 
misma contraria a lo previsto en el artículo 25.2, y resultaría idóneo ver los razonamientos 
jurídicos que se argumentan para declararla contraria a la CE. 
 
1.1 MOTIVO DE ELECCIÓN 
Existe en la sociedad un polémico debate abierto acerca de si la Prisión Permanente 
Revisable (PPR) es o no compatible con la CE. La repercusión social fue tal, que incluso 
cuando se encontraba en tramitación parlamentaria, muchos sectores de la sociedad se 
mostraron reacios a la inclusión de la PPR en la última reforma del Código Penal. Es 
también uno de los objetos más habituales de muchos debates televisados, en los que se 
puede observar como los representantes políticos, los tertulianos o incluso periodistas 
opinan con mucha sencillez sobre la adecuación o no de la PPR por a la CE, como si 
fueran unos auténticos especialistas en Derecho Constitucional. 
He anhelado desde entonces tener mi propia opinión para poder responder con seguridad 
sobre la constitucionalidad de la PPR y es que, algo de lo que he aprendido durante estos 
años, afortunadamente, es que existe un riesgo inherente a la condición humana de 
realizar valoraciones teniendo en cuenta, en mayor o menor medida, nuestras propias 
formas de ver las cosas. Pero también he aprendido, muy en especial en el Derecho que, 
aunque hacer valoraciones de esa forma puede ser muy legítimo y respetable, lo correcto 
para alguien que aspira a ostentar la titulación en un Grado en Derecho, es que realice 
dicha valoración previo un estudio detallado sobre la materia, para así tener argumentos 
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más sólidos con los que realizar una calificación técnico-jurídica a nivel de un estudioso 
del Derecho. 
En ése sentido, el paso previo no puede ser otro que el de hacer un análisis pormenorizado 
de la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el artículo 25.2 de la CE que obliga a que 
las penas privativas de libertad (PPL) estén orientadas hacia la reeducación y reinserción 
social del condenado, haciendo un especial hincapié en este artículo, al ser uno de los 
principales argumentos que se usan los opositores de la PPR. El TC en su doctrina ha 
venido a establecer cuáles son las razones por las que se decide recluir a un individuo de 
la sociedad, pues ya en los primeros años de la democracia, el TC tuvo ya que 
pronunciarse sobre esta materia, es decir, sobre cuáles son motivos que propician ésa 
reclusión, cuáles son los métodos de ejecución de la pena y, sobre todo, cuál es la 
expectativa del constituyente para el recluso, que una vez que ha cumplido la pena, qué 
razón se finalidad con el retorno del mismo a la sociedad.  
Creo que sólo tras realizar este estudio en profundidad, junto a otros aspectos que se 
detallarán en los siguientes apartados, estaré en condiciones hacer una valoración, 
fundamentada jurídicamente, sobre si la PPR es o no acorde a la CE.  
 
1.2 ESTRUCTURA DE TRABAJO 
Este trabajo, para un mejor análisis del objeto de estudio, se ha dividido en tres partes. La 
primera de ellas tratará de una breve exposición de los antecedentes de las PPL desde una 
perspectiva histórica, con tal de conocer sucintamente, cuáles eran las intenciones del 
Poder en el pasado, a la hora de apartar a delincuentes de la sociedad, si era sólo para 
someter a escarmiento, castigo, prevención, evitar la reincidencia o si también pretendía 
hacer de la estancia del recluso en la prisión un mecanismo para fomentar en el 
delincuente los principios o valores que le permitieran una convivencia normal en 
sociedad, de la que es despojado. 
La segunda parte, se iniciará desde los tiempos en los que se estaba elaborando el 
Anteproyecto de la CE, y muy en concreto, de cuáles fueron las propuestas alternativas a 
la actual configuración del artículo 25.2. Seguidamente, se hará un estudio de las 
diferentes sentencias y autos del Tribunal Constitucional que han venido a resolver las 
dudas, incluso de cuestiones de constitucionalidad presentadas por órganos judiciales, 
que surgían al respecto de cuál es finalidad de las PPL según el texto constitucional. 
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La tercera parte, versará sobre la entrada en vigor de la Prisión Permanente Revisable 
para hacer un estudio sobre cuáles son los argumentos que se usan tanto por los defensores 
cómo por los detractores a la hora de entenderla constitucional o no. Para ello, también 
resulta necesario traer a colación la doctrina del TEDH, que ya ha tenido ocasión de 
pronunciarse sobre esta materia, analizando si una institución similar a la PPR, prevista 
en otros estados parte del CEDH, se adecúa o no a los derechos reconocidos en el 
convenio. Tendremos también ocasión de ver la última sentencia del TEDH que se 
pronuncia sobre esta materia. 
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2. ANTECEDENTES HISTÓRICOS 
La privación de la libertad ambulatoria de un individuo puede ser una de las peores 
decisiones que se pueden tomar contra el mismo. Sin embargo, a lo largo de los tiempos 
podemos observar que han existido otros mecanismos de sanción al individuo más 
agravados, entre los que destacamos las torturas, los trabajos forzados o la pena de muerte. 
La idea de apartar a un individuo de la sociedad con tal de acabar con el crimen es muy 
antigua. En este sentido, señala Peña Mateos1 que los rastros de las civilizaciones más 
antiguas evidencian que se usaban las prisiones como lugares de escarmiento o castigo. 
La idea surge desde los comienzos de la civilización y/o sociedades estructuradas, que 
buscan un castigo, más que prevención, contra el individuo que había realizado conductas 
antisociales y no acordes con las normas de convivencia del contexto social del momento. 
Los métodos de corrección que eran comúnmente aplicados por el Poder, para sancionar 
esos comportamientos eran el descuartizamiento, mutilación, lapidación, trabajos 
forzosos, ahorcamiento en las plazas frente a grandes multitudes...etc. 
En la siguiente fase de la historia, llega la fase moderna, con la idea del aislacionismo del 
reo como método de corrección de esas conductas anti-sociales nace el atávico de las 
prisiones. No obstante, en esa primera gestación de las prisiones, la prisión o 
encarcelamiento sólo era un mecanismo de retención del reo, de carácter preventivo, para 
que posteriormente fuera sometido a castigos aberrantes, como el ahorcamiento en la 
plaza frente a multitudes populares o trabajos forzosos. Con respecto a los trabajos 
forzosos, cabe señalar que, si la finalidad de la pena era el castigo, mantener un individuo 
cumpliendo esa pena generaba gastos, (piénsese en los gastos en alimentos, en el personal 
de prisiones o en la conservación de las prisiones), gastos que tenían que ser sufragados 
por las élites. En ese sentido, se usaba a los prisioneros para realizar trabajos forzosos 
(construcción de trasvases de agua, carreteras, edificios…etc.) que no sólo reducían los 
gastos, sino que acababan generando beneficios para esas élites. 
Cabe subrayar, que cada Sociedad fue evolucionando y transformando de distinta forma 
y celeridad la materia objeto de estudio. En España, estos cambios se desarrollan de 
acuerdo a los grandes acontecimientos de la historia de España, variando según qué etapas 
                                                          
1 Vid. PEÑA MATEOS, Jaime, “Antecedentes de la prisión como pena privativa de libertad en Europa 
hasta el siglo XVII” en Historia de la prisión. Teorías Economicistas: Crítica, Dir. GARCÍA VALDÉS, 
Carlos, Madrid, 1997. 
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sociales o políticas, o incluso según las formas de Estado, que han tenido lugar en nuestro 
país; desde monarquías absolutistas, pasando por monarquías con controles de las 
Cámaras, Republicanismos, régimen dictatorial y llegando a la actual Democracia a 
finales del siglo XX. En cada etapa se aprecia una política criminal en materia de los 
reclusos concorde al contexto socio-político del momento, habiendo épocas en las que la 
finalidad de la privación de la libertad se restringía al castigo o escarmiento del reo, o 
resultaba un símbolo del poder del Monarca y épocas en las que el aislacionismo del 
individuo tiene la finalidad de reeducación del mismo, para que pueda reinsertarse a la 
sociedad. 
A título de ejemplo histórico, podemos citar lo previsto en el Libro de Costumbres de 
Tortosa 2 , en los que se declara la privación de la libertad del individuo como un 
instrumento que tiene la finalidad de asegurar al reo hasta el momento de la celebración 
del juicio, conocida como la “cárcel de custodia”. En esa dirección, la cárcel era 
concebida como un mecanismo de aislamiento temporal del individuo sin otra finalidad, 
como se señala en las Siete Partidas3 de Alfonso el Sabio: “La cárcel debe ser para 
guardar los presos no para otro mal”. Si bien es cierto que no hay que interpretar que el 
Rey tenía anhelos humanitarios, pues recuérdese que había otras penas muy comunes de 
la época como el aceite hirviendo, ahogamiento, muerte por fuego…etc. 
Sin embargo, el estado de las prisiones seguía siendo precario y las condiciones de 
habitabilidad eran lamentables y los reos eran foco continuo de abusos, violaciones o 
agresiones por parte de las autoridades penitenciarias. En su razón, los Reyes Católicos, 
preocupados por esa situación, mediante una Real Pragmática de 14804, establecieron 
controles administrativos por independientes, una vez por semana para, por un lado 
controlar y por otro evitar los excesos que se cometían por autoridades penitenciarias. 
Con estas órdenes, ya se ve que el Poder se siente ya responsable del estado de los presos, 
y en último término es el que debe de adecuar todo para que los reclusos no sean objeto 
de tratos inhumanos. No obstante, eso no se pudo conseguir incluso en siglos después. 
                                                          
2 Fue una compilación de Derecho consuetudinario del Siglo XIII, que se convirtieron en costumbre. 
3 Alfonso X de Castilla, el Sabio. (1221-1284). 
4 Novísima Recopilación, Libro XII, Título XXXIX, Ley I. En la cual se dispone: “Que el sábado de cada 
semana dos de nuestro Consejo vayan a las nuestras cárceles, a entender y ver los procesos de los presos 
que en ellas penden, así civiles como criminales, juntamente con nuestros Alcaldes; y sepan la razón de 
todos ellos, y hagan justicia brevemente, y se informen brevemente del tratamiento que se hace a los presos, 
y no den lugar en su presencia sean maltratados por los Alcaldes sino cuando se la pidieren los del Consejo. 
Y mandamos que uno de los que visitaren la semana pasada vaya al siguiente con otro, y así por su orden 
se hagan continuamente las visitas”. 
  9 
Por lo que respecta a los centros en los que eran conducidos los reos condenados a una 
PPL, fueron variando a lo largo de la historia. La figura histórica más afín a las cárceles 
de los últimos siglos en España son las Casas de Corrección, cuyos orígenes se remontan 
a finales del siglo XVI e inicios del XVII en Gran Bretaña, y que posteriormente fueron 
fundadas en otras grandes ciudades de Europa además de en España. Las Casas de 
Corrección, tenían como objeto “la corrección de aquellos pobres, que estando aptos 
para el trabajo, se resistían a trabajar”5. Pronto se instauraron en Europa otras Casas 
similares, como las Casas de Trabajo, que en este caso tenían la finalidad de recluir a los 
reos de delitos menores. Aun así, el encarcelamiento era frecuentemente usado para fines 
dirigidos al uso de los reclusos como mano de obra para trabajar en la construcción de 
obras públicas, prestar servicios, como las penas de galeras6 o realizar trabajo en talleres 
de fábricas de instrumentos armamentísticos.  
Los siglos XVIII e inicios del XIX, se ven nutridos por el movimiento ilustrado en 
España, en el que las PPL que se imponen ya comienzan a partir de la idea de dar un trato 
más humanizado del reo. Se comenzaba a entender en ésos años que el hombre era capaz 
de perfeccionarse a sí mismo, de progresar, y alcanzar la felicidad en esta vida, ello se 
traducía en, también, la capacidad del reo de dejar de cometer esas conductas incorrectas, 
ser capaz de reincorporarse a la sociedad en vida, sin tener que ser castigado a la muerte 
para pasar a la otra vida donde le esperaba más tormento y castigo por haber cometido 
los delitos. En esa línea, la prisión ya comienza a concebirse como un invento social7 que 
permitía a las prisiones cumplir otras funciones nuevas como la de corregir al culpable y 
garantizar la seguridad pública, además de las ya existentes de aislamiento y escarmiento 
del reo. 
En el Siglo XIX, a pesar del inicio del Siglo con fuentes normativas de gran calado, como 
la Constitución de 1812 o como el Código Penal de 1822, no se apreciaron grandes 
cambios en el terreno, en primer lugar, por la corta vida de esas normas, pues tras la 
Restauración absolutista, muchas de las normas fueron derogadas por el Monarca 
Fernando VII al tomar éste el poder. En cambio, a efectos de este estudio, resulta 
                                                          
5 Vid. PEÑA MATEOS, Jaime, “Antecedentes de la prisión como pena privativa de libertad en Europa 
hasta el siglo XVII” en Historia de la prisión. Teorías Economicistas: Crítica, Dir. GARCÍA VALDÉS, 
Carlos, Madrid, 1997. 
6 Consistía en el uso de los reclusos para remar las Galeras del Rey. Regulada en la Pragmática de Carlos I 
1535 y la Real Cédula de Carlos III de 1784. 
7 Vid. GRANADOS PÉREZ, Carlos, “Alternativas a la prisión”, Actualidad Penal, Revista jurídica La Ley, 
número 8, Madrid, 1990. 
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importante citar a Marcial Antonio López, quién fue comisionado por la Corona para 
recabar información sobre los sistemas penitenciarios, en relación con el cumplimiento 
de las penas privativas de libertad en Europa y en América. El trabajo de Marcial, 
publicado posteriormente en 1832, resultó de gran uso para el establecimiento de las 
directrices del posterior sistema de ejecución de las penas privativas de libertad en 
España. 
Una de las novedades más importantes de finales del Siglo XIX fue que mediante Real 
Decreto8 se creó un cuerpo de funcionarios de prisiones, pasando las prisiones de estar 
regidas por el ejército a ser competencia de la Administración Civil. 
Durante la II República, obtiene especial consideración la mención de la labor 
humanizadora que realizó la que por entonces era Directora General de Prisiones, Victoria 
Kent9, quien generó importantes mecanismos de preparación y formación del personal de 
prisiones, en un claro intento de concienciación de la sociedad de la importancia que tenía 
el establecimiento de un sistema penitenciario uniformado y un trato digno a los reclusos, 
así como dotarles de mecanismos, proyecciones, trabajos o estudios que potenciaren la 
rehabilitación de los mismos. 
Con el fin de la Guerra Civil y la victoria del bando nacionalista, se inició un régimen 
dictatorial durante 40 años. En este periodo se aprobaron normas penales especiales, 
autoritarias y conformes a las nuevas condiciones. La reforma del Código Penal de 1932, 
se retrasó hasta 1944, que es cuando se promulga el nuevo Código Penal de 1944. En el 
mismo, se restauró la pena de muerte y penas más inflexibles, que directamente influyeron 
en el sistema de privaciones de libertad del individuo. En este Código Penal se estableció 
un régimen progresivo de cumplimiento de la pena, y que constaba de 4 períodos. El 
primero de duración mínima de 30 días, que se dividía en dos fases, en la primera fase en 
los que el recluso estaba en máxima incomunicación, mientras que en la segunda había 
mayor libertad e incluso actividades deportivas. El segundo período solía consistir en 
trabajos para la comunidad. El tercer período tenía como objeto la readaptación social del 
condenado, mientras que el cuarto período estaba constituido por la libertad condicional. 
La mayor revolución en materia penitenciaria llega con el fin del periodo dictatorial y la 
llegada de la Democracia que, con la Constitución Española de 1978, refrendada por el 
                                                          
8 Real Decreto de 23 de junio de 1882 
9 Política y abogada. Fue la primera abogada en entrar en el Colegio de Abogados de Madrid en 1925. 
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pueblo español, declara un enfoque más humanizador de las penas privativas de libertad, 
el cual tendremos ocasión de desarrollar en los siguientes epígrafes. 
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3. LAS PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD EN LA ACTUALIDAD 
3.1 EL MANDATO CONSTITUCIONAL  
El mandato del artículo 25.2 de la CE usa una terminología muy genérica que puede 
provocar que existan dificultades a la hora de realizar las interpretaciones. Dependiendo 
de qué criterio doctrinal se aplique, el mandato constitucional de la orientación de las 
penas puede afectar a todas las penas y medidas de seguridad privativas de libertad, se 
ingrese o no en prisión (piénsese en una detención policial). En cambio, si se aplica un 
criterio más restrictivo, el mandato sólo comprendería a las penas privativas de libertad, 
excluyendo por tanto a las medidas de seguridad que priven de libertad al individuo. 
El tiempo de condena de una PPL va directamente vinculado con las finalidades que 
puede ésta última perseguir. Las PPL de corta duración se suele decir que persiguen el fin 
de advertir al autor del delito. En cambio, las PPL de larga duración, además de 
fundamentarse en la idea de retribución y proporcionalidad por la comisión de los delitos 
más graves, tiene la intención de aislar y alejar a ése individuo de la sociedad. 
Entre los derechos fundamentales previstos en la CE de 1978, en la Sección 1ª del 
Capítulo 2º del Título 1º, el artículo 25.2 viene a rezar lo siguiente: que “Las penas 
privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la 
reeducación y reinserción social…”. Después de la entrada en vigor de la CE, se aprueba 
la Ley Orgánica General Penitenciaria de 26 de septiembre de 1979, que en su primer 
artículo viene a complementar el precepto constitucional arriba mencionado y dispone: 
que “Las Instituciones penitenciarias reguladas en la presente Ley tienen como fin 
primordial la reeducación y la reinserción social de los sentenciados a penas y medidas 
penales privativas de libertad, así como la retención y custodia de detenidos, presos y 
penados.”  
Si nos disponemos a realizar una comparación entre los dos textos, ya nos percatamos de 
la diferencia que hay entre ambos textos. La CE viene a decir que “Las penas … estarán 
orientadas…” cuando la Ley General Penitenciaria establece la reeducación y la 
reinserción social como “fin primordial”. 
La tramitación parlamentaria de este mandato constitucional evidencia que no hubo 
importantes discrepancias en cuanto a la orientación de las penas privativas de libertad. 
Prueba de ellos son las enmiendas presentadas al Anteproyecto y luego al Proyecto de 
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Constitución10. Pero no es menos cierto que sí hubo diferentes posiciones a la hora de ver 
qué término se usaba. Pues bien, los términos que se usaban en las enmiendas que se 
presentaban eran: educación, reeducación, reinserción, rehabilitación, resocialización, 
integración social de penad…etc. Para seguir con nuestro estudio no cabe concretar los 
significados de cada término, pero es más que evidente que, aunque cada uno de los 
términos persigue una misma idea finalista, hay lugar para matizaciones.  
En el Anteproyecto de Constitución la reeducación y reinserción estaba recogida en el 
artículo 24.4, el cual rezaba que; “Las penas privativas de libertad tendrán una finalidad 
de reeducación y reinserción social…”. En alguna de las enmiendas, se evitó hacer uso 
del término “reinserción social”, pues según el autor de la enmienda11 era reiterativa y 
podría suponer la supresión de la cadena perpetua. Sin embargo, lo más trascendental es 
hacer referencia al uso del término “finalidad” en el Anteproyecto de Constitución. 
Resulta de gran importancia hacer recordar que todas las penas privativas de libertad 
habrían sido tratadas de una forma totalmente diferente si se hubiese mantenido el término 
“finalidad”. De todos modos, el Informe de Ponencia terminó haciendo referencia a la 
“reeducación y reinserción social” en el texto de Anteproyecto y por otro lado sustituyó 
el término “finalidad” por el de “estarán orientadas”. 
Por último, debemos también mencionar lo previsto en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos de 1966, que fue ratificado por España el 27 de abril de 1977. 
Pues bien, el artículo 1012 del PIDP, viene también a establecer cuál es la orientación que 
deben tener las PPL. Éstas últimas deberán tener como finalidad, la reforma y la 
readaptación social de los penados. El reo deberá recibir en todo momento un trato 
humano y respetuoso con su dignidad, que es inherente al mismo por el hecho de ser 
humano. Recuérdese que según lo previsto por el artículo 10.213 de la CE, las normas 
                                                          
10 Boletín Oficial de las Cortes, número 44, de 5 de enero de 1978. 
11 Enmienda número 63 de Alianza Popular. 
12 Artículo 10 PIDCP: 1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto 
debido a la dignidad inherente de personas no condenadas. 2. a) Los procesados estarán separados de los 
condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, adecuado 
a su condición de personas no condenadas; b) Los menores procesados estarán separados de los adultos 
y deberán ser llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su 
enjuiciamiento. 3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la 
reforma y la readaptación social de los penados. Los menores delincuentes estarán separados de los 
adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica. 
13  Artículo 10.2 CE: Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España. 
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relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la CE reconoce deben se 
interpretarse conforme Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y 
acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por el Reino de España. 
 
3.2 LA JURISPRUDENCIA Y DOCTRINA DEL TC SOBRE EL ART 25.2 CE 
El Tribunal Constitucional, siendo el máximo intérprete de la CE, a lo largo de sus años 
de actividad, ha venido definiendo, concretando y esclareciendo este mandato 
constitucional. En este sentido, el TC ha venido a sostener que el mandato del 
constituyente acerca de la obligada orientación de las PPL hacia la reeducación y 
reinserción social del penado va dirigido a la Administración penitenciaria, con tal de que 
ésta última establezca una política criminal, que persiga como fin primordial la 
reeducación y reinserción social del individuo. En este sentido, la STC 236/2007, de 7 de 
noviembre dispone; que “El mandato contenido en el art. 25.2 CE se refiere a penas 
privativas de libertad y medidas a ella asimiladas por ley …(que)… se dirige al legislador 
penitenciario y a la Administración por él creada para orientar la política penal y 
penitenciaria”.  
No obstante, el TC ya tuvo ocasión de pronunciarse sobre esta materia en los primeros 
años de su actividad en relación con el contenido del artículo 25.2. Destacamos la STC 
28/1988 de 23 de febrero, en la que el máximo intérprete de la CE realiza una labor de 
interpretación muy clarificadora del mandato constitucional. Se trataba de un recurso de 
amparo presentado por un condenado por Audiencia Provincial de Barcelona a 4 años, 2 
meses y 1 día por cada uno de los 2 delitos de robo con intimidación cometidos por el 
recurrente. Pues bien, antes de dictarse la sentencia, el instructor envió al recurrente a un 
centro de desintoxicación. A la salida de éste, contaba con informes del centro de 
desintoxicación que confirmaban su curación. El condenado había empezado a vivir con 
sus padres, colaboraba en un taller familiar y participaba dando charlas contra las drogas 
y difundía sus experiencias en el centro de desintoxicación.  
Posteriormente, se dictó sentencia condenatoria que, debido a la duración de las penas, 
hacían necesaria la entrada del recurrente en prisión. Fue entonces, cuando el reo solicitó 
la no ejecución de la sentencia puesto que entendía que el mandado constitucional del art. 
25.2 establecía a las PPL “No como medida retributiva, sino encaminada a la 
reeducación y reinserción” del condenado a cumplir una PPL y por lo tanto “su ingreso 
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en prisión vulneraría el principio constitucional”. El recurso también consideraba al art. 
93.2 del Código Penal inconstitucional, por establecer que sólo se podían suspender la 
ejecución de las PPL en caso de que la duración de la misma fuera inferior a los 2 años. 
En ése sentido, solicitaba “suspensión de la aplicación de la condena impuesta, hacienda 
una interpretación progresista y constitucional del art. 25.2 de la CE, impidiendo la 
entrada en prisión del recurrente, por entender éste que las normas aplicadas y 
contenidas en el Código Penal contravienen lo establecido en la norma constitucional 
aludida”.  
Recibida la demanda del recurso de amparo, el TC vino a resolver declarando que la 
interpretación del inciso del art. 25.2, realizada ya por éste Tribunal, aclara que sólo se 
trata de un mandato del constituyente al legislador, para que éste último oriente la política 
penal y penitenciaria hacia la reeducación y reinserción del condenado. La sentencia 
señala que lo que dispone el art. 25.2 es que “en la dimensión penitenciaria de la pena se 
siga una orientación encaminada a la reeducación y a la reinserción social, mas no que 
a los responsables de un delito al que se anuda una privación de libertad se les condone 
la pena en función de la conducta observada durante el período de libertad provisional”. 
Este último Fundamento Jurídico ha sido usado por el TC para declarar inadmisibles 
muchos recursos de amparo, vía Auto del TC14, o para denegarlos una vez admitidos. 
También añade que la rehabilitación del condenado tampoco es la única finalidad legítima 
de las PPL, pues existen otras razones, igual o más legítimas, que pueden ser invocadas 
para justificar la entrada en prisión del condenado, como pueden ser la retribución, la 
prevención…etc. 
Estos son los argumentos que ha venido usando el TC para denegar los recursos de 
amparo que solicitaban la no ejecución de la PPL. Pues a entender de los recurrentes, lo 
que el constituyente quería era que las PPL tuvieran como único fin el de reinsertar al 
delincuente a la sociedad y que cuando llegaba el momento de su ingreso en prisión, 
creían que los mismos estaban ya totalmente rehabilitados, por lo que no se debía ejecutar 
la PPL que los enviaba a prisión, pues constituiría para el reo un padecimiento inútil para 
él mismo y también para la sociedad.  
                                                          
14 Auto del TC 486/1985, de 10 de Julio de 1985. 
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Pero entonces, ¿qué lectura debemos hacer del artículo 25.2 CE?, ¿cuál es el derecho 
fundamental que recoge?, ¿qué amparo constitucional debe recibir? ¿no existe, acaso, un 
derecho fundamental a la resocialización?  
 
3.3 ¿EXISTE UN DERECHO FUNDAMENTAL A LA RESOCIALIZACIÓN? 
El TC ha establecido, en consolidada jurisprudencia, que no estamos ante un derecho 
subjetivo, y mucho menos ante un derecho fundamental. En este sentido la STC 299/2005, 
de 21 de noviembre, dispone que “Este Tribunal ha declarado reiteradamente que el art. 
25.2 CE, en cuanto alude a la orientación de las penas privativas de libertad hacia la 
reeducación y la reinserción social, no contiene derecho subjetivo, ni menos aún un 
derecho fundamental susceptible de protección vía amparo, sino tan sólo un mandato del 
constituyente al legislador y a la Administración penitenciaria para orientar la ejecución 
de las penas privativas de libertad”. Aunque esta sentencia sea reciente, año 2005, 
existen numerosas sentencias del TC que invocan al mismo fundamento para denegar los 
recursos de amparo, como las SSTC 28/1998, de 23 de febrero y 150/1991, de 4 de julio.  
El TC ha rechazado desde el principio que la reeducación o la reinserción social del 
penado sea la única finalidad de las penas privativas de libertad15/16, pues ha venido 
entendiendo que, si ello no fuera así, podría constituir un problema en la eficacia del 
cumplimiento de las penas privativas de libertad. Ello es ciertamente así, pues habría 
ingente cantidad de supuestos en los que los condenados a cumplir PPL alegarían estar 
reinsertados en la sociedad y que no necesitan reeducación alguna para poder estar en la 
sociedad. También ha indicado el TC17 cuáles pueden ser los otros fines de las PPL: la 
prevención general, prevención especial y la retribución de la víctima son también fines 
que legitiman la privación de libertad al individuo que cometió el delito. La primera de 
ellas, prevención general, hace referencia a la función disuasoria de las penas de advertir 
a la generalidad de los individuos de una sociedad que la comisión de unos hechos 
delictivos conlleva un reproche, provocando así en los individuos una coerción que puede 
                                                          
15 STC 299/2005, de 21 de noviembre: FJ 2º: “Del mismo modo, hemos señalado que el art. 25.2 CE no 
establece que la reeducación y la reinserción social sean las únicas finalidades legítimas de las penas 
privativas de libertad ni, por lo tanto, que haya de considerarse contraria a la Constitución la aplicación 
de una pena que pudiera no responder exclusivamente a dicha finalidad” 
16 STC 222/2007 de 8 de octubre. FJ 4º “Teniendo presente tanto la finalidad principal de las penas 
privativas de libertad, la reeducación y la reinserción social, como las otras finalidades de prevención 
general que las legitiman.” 
17 STC 150/1991, de 4 de julio. Fundamento Jurídico 4º Apartado B. 
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evitar que realicen actos prohibidos. La segunda, la prevención especial, mientras que la 
anterior va dirigida al conjunto de individuos de la sociedad, esta trata de evitar que el 
individuo que ya ha caído en el delito, vuelva a cometer otro acto ilícito. Por último, la 
retribución a la víctima pretende resarcir al sujeto pasivo del delito por el daño que ha 
sufrido y por las pérdidas y gastos ocasionadas por la comisión del delito. 
En cuanto a la protección vía amparo, una vez establecido que la orientación de las PPL 
no es un Derecho Fundamental, cabe decir que no es susceptible de amparo 
constitucional. En ese sentido, el Auto 352/2008 del TC, inadmitía el recurso de amparo 
interpuesto por un condenado a una PPL. Entre los derechos que el condenado entendía 
habérsele vulnerado, se descollaba la vulneración de un derecho a la reeducación y 
reinserción social previsto en el art. 25.2. Pues bien, entre los fundamentos jurídicos que 
emplea el TC en este Auto para resolver, destaca el siguiente, que en la actualidad es ya 
reiterada doctrina. Declara el FJ 2º que “el art. 25.2 CE contiene sólo un mandato dirigido 
al legislador penal y penitenciario, que, aunque puede servir de parámetro de 
constitucionalidad de las leyes, no es fuente en sí mismo de derechos subjetivos a favor 
de los condenados a PPL, ni menos aún de derechos fundamentales susceptibles de 
amparo constitucional”. El TC cierra así la puerta a las peticiones de amparo por 
vulneración de la reeducación y la reinserción en las PPL. No obstante, para poder 
responder a la pregunta de si existe un Derecho Fundamental a la resocialización, creo 
que esta última sentencia no alcanza la precisión de la STC 2/1987, de 21 de enero, que 
en su FJ 2º estableció que el art. 25.2 “no confiere como tal un derecho amparable que 
condicione la posibilidad y la existencia misma de la pena a esa orientación.” 
 
Hay autores, aunque minoritarios, que sostienen que el TC ha sido excesivamente 
restrictivo a la hora de interpretar el art. 25.2. En esta línea, se ha manifestado TÉLLEZ 
AGUILERA18, que ha escrito que el TC ha realizado una labor de “devaluación” del 
artículo 25.2. Entiende que, viendo la ubicación sistemática del artículo, entre los 
Derechos Fundamentales, no se trata de un mero mandato hacia la Administración de que 
oriente las PPL hacia la reeducación y la reinserción social, sino que se trata de un 
auténtico derecho a la reinserción social. El autor dice que el TC ha mantenido esa postura 
tan restrictiva porque temía desde el primer momento que, en caso de ser consagrada la 
reinserción como un derecho fundamental, provocaría una ingente cantidad de solicitudes 
                                                          
18 Anuario de Derecho penal y ciencias penales, 2002, página 344. 
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de no cumplimiento de la PPL por parte de aquellos penados que entendieren, a la hora 
de ingresar en un centro penitenciario, que están reinsertados en la sociedad. Esto último, 
unido a la lentitud con la que actúa la Administración de la Justicia, cobra cierta 
credibilidad, pues es posible que por el trascurso del tiempo, desde la comisión del delito 
hasta la Sentencia, puede haber propiciado la reinserción del delincuente en la sociedad 
de motu proprio. Otros autores han tachado esta última idea, con acierto a mi juicio, al 
recordarnos los otros fines de las PPL reconocidos por el propio TC19, la prevención 
general, la prevención especial, y muy en particular la retribución, son también otros de 
los fines de las PPL que legitiman a las mismas y sobre los que ya hemos tenido ocasión 
de comentar más arriba. 
Para concluir este apartado, resultaría conveniente señalar sucintamente la idea principal: 
Que lo que el constituyente quiso, y así es cómo lo ha interpretado el TC, a la hora de 
redactar el artículo 25.2, era establecer una obligación de la Administración para que 
despliegue en favor del reo una actividad prestacional que tenga como objeto ofrecer, dar 
a conocer, educar y asistir al reo con alternativas lícitas (culturales, sociales, laborales, 
sanitarias…) al comportamiento desviado por el que se le aparta de la sociedad. También 
se traduce esto en la obligación de la Administración de fomentar el contacto del recluso 
con la sociedad, bien sea autorizando permisos de salida, salidas programadas o incluso 
favoreciendo el tercer grado, que es la última fase, previa a la extinción de la PPL. Se 
insiste en esto último, para que el recluso pueda readaptarse con la mayor brevedad 
posible, a fin de retornar a la sociedad. A pesar de ello, no se trata de un derecho 
“positivo”, ni siquiera de un derecho fundamental a la resocialización, como ya se ha 
aclarado más arriba, pero en cambio, sí se puede deducir la existencia de un derecho 
“negativo” para el reo. Este derecho “negativo” consiste en que la PPL no puede servir 
para desocializar al reo, mientras esté en fase de cumplimiento, tesis sostenida por Mª 
Inmaculada Ramos Tapia20.  
 
 
                                                          
19 STC 299/2005, de 21 de noviembre en su FJ 2º. 
20 Lecciones de Derecho Penal. Parte General. María Inmaculada Ramos Tapia. “La orientación de las 
penas privativas de libertad a la resocialización del reo” 
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4. INTRODUCCIÓN DE LA PRISIÓN PERMANENTE REVISABLE 
La última reforma del Código Penal aprobada mediante la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de 
marzo, en vigor desde el 1 de julio de 2015, ha introducido una nueva institución en 
relación con el cumplimiento de las PPL, la denominada Prisión Permanente Revisable. 
El plazo de máximo que estaba previsto al momento anterior de la entrada en vigor de la 
PPR, era el de 40 años para casos de excepcional gravedad, el cual ya había sido 
duramente criticado por sectores de la doctrina al entender que un plazo excesivo podría 
ser incompatible con el art. 25.2, pues entendían que era muy difícil la reeducación de un 
reo que pasara tantos años en cautiverio. Esto sería prácticamente una cadena perpetua. 
Otros autores también se habían manifestado diciendo que ése plazo era contrario al art. 
15 de la CE, al constituir una pena inhumana y degradante para el recluso. 
Seguramente estemos ante la “cuestión estrella” de la Reforma. Pues la incorporación de 
la PPR en nuestro ordenamiento jurídico ha causado un gran revuelo mediático en muchos 
sectores de la sociedad, hasta el punto de que los detractores de la misma la han llegado 
a considerar contraria a lo establecido en el artículo 25.2 de la CE. En este sentido, tras el 
estudio que hemos realizado sobre la jurisprudencia del artículo 25.2 de la CE en la 
anterior parte del trabajo, creo que ya, previa explicación de la reforma, podemos iniciar 
el análisis de esta nueva institución para averiguar si reúne o no los elementos que le 
otorgarían la constitucionalidad de acuerdo con la doctrina del TC hasta hoy vigente. Por 
otra parte, cabe recordar que hay un recurso de inconstitucionalidad21 presentado por 
todos los partidos de la oposición de la legislatura 2011-2015 en el Congreso de los 
Diputados ante el TC y el cual está pendiente de resolución a día de hoy. 
La PPR es una pena grave22 en la que, a diferencia de lo que venía ocurriendo antes de su 
entrada en vigor, la sentencia condenatoria no establece un plazo a cumplir en prisión 
para el delincuente. Lo que se prevé es que cuando hayan transcurrido unos plazos, que 
oscilan entre los 25 y los 35 años, el Tribunal está facultado, de oficio, a revisar cada dos 
años si el delincuente debe o no seguir en prisión, o bien a solicitud del reo, aunque la 
desestimación de la solicitud a instancia del interesado podrá sancionarse impidiendo 
presentar otra solicitud hasta transcurrido un año.  
                                                          
21 Recurso de Inconstitucionalidad Número 3866/2015. 
22 Redacción actual del artículo 33.2 apartado b del Código Penal. 
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Los plazos tras los que es posible la revisión, como hemos dicho, oscilan entre los 25 y 
los 35 años. El plazo exacto tras el que se puede reexaminar depende del delito que se 
haya cometido. Entre delitos para los que está previsto la PPR, podemos destacar los 
siguientes: el asesinato del Rey, de la Reina o del Príncipe o Princesa de Asturias, el 
asesinato de un Jefe de Estado extranjero, delitos de genocidio, delitos de lesa humanidad, 
el asesinato de alguien menor de 16 años, asesinato de una persona especialmente 
vulnerable, el asesinato subsiguiente a un delito contra la libertad sexual, el asesinato de 
más de dos personas…etc.  
Los requisitos23 que se exigen para que pueda el Tribunal suspender la ejecución de la 
PPR son los siguientes: Que el penado haya cumplido 25 años de su condena24. Que se 
encuentre calificado en tercer grado. Que el Tribunal pueda apreciar la existencia de un 
pronóstico favorable de reinserción social, previa la comprobación y estudio de la 
personalidad del condenado, sus antecedentes, las circunstancias en las que se cometió el 
delito, los bienes jurídicos afectados por la reiteración del delito, su conducta en el centro 
penitenciario y sus circunstancias familiares y sociales. 
Durante la tramitación parlamentaria, el dictamen de la Comisión de Justicia del Congreso 
de los Diputados, vino a exponer la razón que ha motivado al legislador a introducir la 
PPR, que ha sido la de reforzar la confianza de los ciudadanos en la Administración de 
Justicia, haciendo que la comisión de ciertos delitos permita a los ciudadanos hacer una 
previsión del fallo judicial, el cual, además de ser concorde al Derecho, deberá también 
parecer justo a los ciudadanos. También se ha acudido a la idea de que la introducción de 
la PPR cumpliría un papel preventivo, haciendo que el ciudadano que se dispusiere a 
cometer los delitos para los que se prevé la PPR, reconsidere sus intenciones al conocer 
que este instrumento puede aislarlo de la sociedad de un modo cuasi perpetuo. Además, 
destaca el dictamen de la Comisión que la PPR sólo se prevé para delitos muy graves, 
tales como el homicidio del Jefe de un Estado, Genocidio, Lesa humanidad o asesinatos 
graves, entre otros. 
El legislador, quiso ya adelantarse para hablar sobre la constitucionalidad de la PPR, pues 
sabía con anterioridad que habría importantes sectores que la rechazarían y muchas voces 
críticas ya manifestaban sus dudas acerca de la compatibilidad de la PPR con el artículo 
                                                          
23 Redacción actual del artículo 92 del Código Penal. 
24 Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 78 bis del Código Penal. 
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25.2 de la CE, incluso cuando algunos representantes políticos tan sólo mostraban sus 
anhelos de incluir la PPR en la reforma del texto penal. Pero en especial, porque el 
legislador sabía que lo más seguro era que fuera recurrida ante el TC, que es como ha 
ocurrido tras su aprobación. De este modo, en la Exposición de Motivos, el legislador de 
adelanta acerca de la cuestión de constitucionalidad de la PPR y aclara que la PPR “de 
ningún modo renuncia a la reinserción del penado”.  
Los sectores de la política y de la sociedad que se han mostrado reacios a la previsión de 
la PPR, han venido a sostener que se trata de una cadena perpetua encubierta, que 
otorgaría un trato inhumano y denigrante al reo, evitando que en momento alguno pueda 
reincorporarse a la sociedad. Además, traen a colación el artículo 25.2 de la CE que 
establece la reeducación y la reinserción social como la orientación de las PPL, y que por 
tanto la PPR no sería coherente con el mandato constitucional. En cambio, los defensores 
de la PPR, aclaran que efectivamente la cadena perpetua sería inconstitucional, pero 
señalan que no estamos ante una cadena permanente o de perpetuo cumplimiento, pues el 
término “Revisable” que es usado el legislador, permite que el Tribunal competente, 
agotados los plazos previstos, pueda de oficio hacer un examen al reo, y que si se dieren 
diversas circunstancias, por ejemplo que el reo se muestre arrepentido, muestre actitudes 
claramente contrarias y de repulsa hacia los delitos que cometió, muestre síntomas de ser 
capaz de retornar a la sociedad sin caer otra vez en el delito…etc., y en caso de superar 
esa revisión realizada por el Tribunal, el reo quedará en libertad y podrá reincorporarse a 
la sociedad. 
 
4.1 ARGUMENTOS A FAVOR DE LA PRISIÓN PERMANENTE REVISABLE 
En este apartado vamos a exponer los motivos que, según los defensores de la PPR, 
justifican su introducción en el ordenamiento jurídico. Conviene anticipar, que no es la 
primera vez que una institución similar a la PPR causa revuelo, pues ya durante la 
tramitación de la Ley Orgánica 5/2010, el Grupo Parlamentario Popular (GPP) intentó, la 
incorporación de una pena permanente que pudiera ser revisable. Se pretendía también 
subrayar la posibilidad de revisión en virtud la cual pudiera un Tribunal dictar si procede 
o no la puesta en libertad condicional del reo. Se traía a colación también una encuesta de 
Walter Kluger, según la cual el 82% de los ciudadanos apoyaría una prisión permanente 
revisable. Si bien antes no se ha mencionado, es público y notorio que muchas veces el 
legislador se ve obligado a legislar teniendo en cuenta las sensibilidades sociales que le 
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pueden garantizar la estancia en el poder. El promotor de la PPR ha sido el Grupo 
Parlamentario Popular en el Congreso de los Diputados, que ya en las primeras 
discusiones en la Cámara Baja, aclaraba a los demás representantes en el Congreso, que 
la PPR es acorde al artículo 25.2 CE, pues al fin y al cabo es posible su revisión por parte 
de un Tribunal cuando concurran los requisitos que hemos mencionado más arriba. Pero 
entienden los detractores de la PPR, que esos criterios son poco precisos y muy 
probablemente implicarían tratos distintos a condenados en igualdad de condiciones, 
puesto que los criterios dependen de la más pura subjetividad del Tribunal revisor, lo cual 
podría vulnerar el artículo 14 de la CE, en relación con el Derecho a la igualdad de trato 
ante las Administraciones del Estado. 
Se ha traído a colación también el incremento de la confianza de los ciudadanos hacia la 
Administración de Justicia como motivo para la introducción de la PPR. Pues existe entre 
los ciudadanos un malestar por ver cómo los autores de graves delitos no acaban 
“ingresando en prisión” y que en caso de que finalmente el delincuente acabe ingresando 
en prisión, constituirá una estancia incluso agradable para el reo, pues no tiene la 
obligación de trabajar, mientras que contará gratuitamente con alojamiento y alimentos 
sin realizar trabajo alguno a cambio. Algún representante político también ha declarado 
que cree que la mayoría de los ciudadanos piensa que el Código Penal es demasiado 
blando con los autores de los peores delitos, pero en cambio muy duro contra los autores 
de delitos menos graves. También se ha dicho que las víctimas de los delitos y los 
ciudadanos en general obtendrían una mayor satisfacción si observaren que el autor del 
delito es sometido a una pena mayor. No obstante, conviene recordar que la venganza no 
es, en el actual sistema penológico, un criterio a tener en cuenta para establecer las penas 
en las leyes penales, pues el objetivo principal del orden penal ha sido el de prevenir la 
comisión de los delitos.  
4.2 ARGUMENTOS EN CONTRA DE LA PRISIÓN PERMANENTE 
REVISABLE 
La incorporación de la PPR en nuestro ordenamiento jurídico ha generado un gran revuelo 
en la sociedad y todos los grupos parlamentarios, excepto su promotor (GPP), ya durante 
la tramitación del Anteproyecto del Código Penal, mostraron su rechazo total y absoluto 
a su incorporación, pero lo cierto es que el GPP pudo llevar adelante la PPR y aprobarla 
gracias a su mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados. 
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Una vez publicada la reforma del Código Penal, se presentó un recurso de 
inconstitucionalidad contra la misma por la totalidad de los grupos parlamentarios, 
excepto el GPP obviamente, ante el Tribunal Constitucional. Concretamente estamos 
refiriéndonos al recurso de inconstitucionalidad número 3866/2015, el cual está pendiente 
de resolución a fecha de hoy. Pues bien, veamos los motivos alegados por los recurrentes, 
para desvirtuar la constitucionalidad de la PPR, y las razones por los que entienden que 
es contraria al artículo 25.2 de la CE. 
Los críticos han planteado la innecesaridad de la introducción de la PPR, porque no hay 
en España una tasa excesivamente elevada de asesinatos si la comparamos con el resto de 
países vecinos. Efectivamente, existen estadísticas25 que colocan a España entre países de 
la Unión Europea (UE) con menor tasa de homicidios (incluye asesinatos, al ser el 
asesinato una modalidad del homicidio).  
Otro problema que ven los detractores de la PPR es que existe la posibilidad de que 
habrían casos distintos que recibirían un trato similar. Piénsese, como señala 
CARBONELL MATEU26, que dos sujetos son condenados por llevar a cabo el asesinato 
de cuatro personas a una PPR. Pero resulta que en la ejecución del asesinato, los dos 
sujetos activos del delito, han intervenido de distinta manera en la comisión del mismo 
(por ejemplo, distinta forma de participación, grado en la ejecución...etc.). En cambio, 
estarían siendo condenados a la misma pena, que sólo podría ser revisada al agotar el 
mismo plazo.  
Aunque existen numerosas publicaciones de muchos autores en las que se aportan los 
argumentos por los que una PPR es inconstitucional. A efectos del presente estudio, 
resulta idóneo traer a colación los argumentos que se usan en el recurso de 
inconstitucionalidad por los recurrentes, puesto que la gran mayoría de los que se pueden 
leer en las publicaciones a las que hacíamos referencia, están recogidos en el recurso y, 
además, están presentados de una forma mucho más organizada y didáctica. Pasemos a 
exponer y desarrollar algunos de los argumentos más significativos del recurso: 
                                                          
25 España es el tercer país con menor número de Homicidios (incluye los asesinatos) en la UE. Sólo por 
detrás de Alemania y Eslovenia (2010-2012). http://ec.europa.eu/eurostat/statistics-
explained/images/8/84/Homicides%2C_average_per_year%2C_2007%E2%80%9309_and_2010%E2%8
0%9312_%28per_100_000_inhabitants%29_YB14.png 
26 Comentarios a la reforma del Código Penal de 2015. JUAN CARLOS CARBONELL MATEU. “Prisión 
Permanente Revisable” 
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1. La PPR deteriora la personalidad del preso, produciendo un menoscabo y 
deterioro de sus capacidades y habilidades cognitivas y sociales. También la PPR 
es una pena corporal, puesto que daña psíquica y físicamente a la persona que no 
ve posibilidades de salir de las paredes de la prisión, por más que recule en sus 
conductas. Ello es cierto, en el sentido que unas penas excesivamente largas 
producen un grave deterioro en el núcleo esencial de la persona, pudiendo 
ocasionar un daño irreparable. 
2. Aunque la prisión permanente sea revisable, es prácticamente, por los plazos y 
criterios tras los que se revisa y se otorga la libertad condicional, una cadena 
perpetua, y por lo tanto inconstitucional. 
3. La cadena perpetua es inhumana y vulnera el art. 15 27  CE y el art. 3 28  del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos. Así lo ha declarado el TC y el Tribunal 
de Estrasburgo respectivamente. Ello es cierto, pues efectivamente, el TC, aunque 
no se ha pronunciado sobre la adecuación de una cadena perpetua, revisable o no, 
sí se ha pronunciado sobre las extradiciones de unos reclusos a otros países en los 
que los reclusos iban a ser condenado a una cadena perpetua. Pues bien, el TC29 
vino a sostener que efectivamente una cadena perpetua de por vida era inhumana 
y degradante y, por lo tanto incompatible con lo que nuestra Constitución 
proclama. Pero no es menos cierto, que en este argumento se usa el término 
cadena perpetua, que sí es considerada contraria a la CE y no PPR, que incluye 
el matiz “revisable” que es el auténtico elemento diferenciador con respecto a 
una cadena perpetua. También el TEDH se ha pronunciado sobre si una cadena 
perpetua se adecúa o no al CEDH, pero detallaremos los pronunciamientos del 
TEDH en el epígrafe correspondiente. 
4. Los pronunciamientos del TEDH sobre la compatibilidad de la cadena perpetua 
con el CEDH no son por sí mismo suficientes, pues la CE puede garantizar un 
estándar de protección superior al establecido por el CEDH y la jurisprudencia de 
su Tribunal. Efectivamente, así lo manifiesta también el art. 53 del CEDH, además 
de una consolida jurisprudencia del TEDH que aclara que las disposiciones del 
                                                          
27 Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser 
sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo 
que puedan disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra. 
28 Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. 
29  STC 91/2000: “Reclusión perpetua”, es una pena, que la entiende este Tribunal, “inhumana y 
degradante e incompatible con los fines de reinserción social que nuestra Constitución proclama como 
orientación de las penas privativas de libertad.” 
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CEDH no pueden ser interpretadas más restrictivamente, limitativas o 
perjudiciales para aquellos derechos humanos y libertades personales que 
pudieren ser reconocidos conforme a las leyes de cualquier Alta Parte Contratante. 
Es decir, no pueden los Estados Parte establecer normas más restrictivas que lo 
previsto en el CEDH, pero sí pueden establecer normas más flexibles y 
ampliatorias de derechos que las previstas en el CEDH. Se puede traer a colación 
el ejemplo del derecho de la libertad de expresión, en el que nuestro Alto Tribunal 
ha otorgado un mayor alcance del mismo que el que han venido a reconocer los 
pronunciamientos del TEDH. En definitiva, lo que quieren decir los recurrentes, 
es que el contenido y ámbito de protección establecido por el TEDH sobre los 
derechos previstos en el Convenio, no puede ser usado como parámetro para 
reducir el alcance y ámbito de los derechos reconocidos por nuestra Constitución, 
pudiendo ésta última prever un estándar de protección más amplio y flexible. 
Existen otros argumentos que se usan para tumbar la presunta constitucionalidad de la 
PPR, pero hemos ya mencionado los razonamientos nucleares del recurso. No obstante, 
entendemos interesante incorporar un epígrafe sobre la deslizante y frágil frontera que 
distingue y separa a una cadena perpetua de una PPR. Esa confusión es usada por los 
detractores de la misma, en un claro intento de calificarlas como idénticas, para solicitar 
su inconstitucionalidad. 
 
4.3 PRISIÓN PERMANENTE REVISABLE Y CADENA PERPETUA 
PERMANENTE 
La terminología usada en éste ámbito del derecho puede confundir al lector, puesto que 
existe un gran número de países en los que aparece contemplada una prisión que puede 
ser vitalicia, siendo así considerada como la sustitutiva de la pena capital, que hoy en día, 
no en todos, pero en la gran mayoría de países aparece abolida y que, aún denominándose 
cadena perpetua, establece también plazos tras los que es posible la revisión del caso. 
Induce a error, como decíamos más arriba, puesto que, a pesar de estar prevista en muchos 
ordenamientos jurídicos, no todos usan el mismo término para definirla. En España se usa 
el término “prisión permanente” y además, para evitar que se tache de inconstitucional 
se le añade la coletilla de “revisable”. En cambio, en otros países es denominada 
“Cadena Perpetua Permanente” como es el caso del Reino Unido, mientras que la 
posibilidad de que sea revisada aparece contemplada en otros apartados de los textos 
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legales. En Canadá, también se la ha denominado “life imprisonment”, es decir, cadena 
perpetua, y que pese a denominarse de tal forma, permite que la condena sea revisada 
pasados los primeros 25 años de cumplimiento en prisión.  
La proximidad que existe entre una PPR y una cadena perpetua, ha llevado a muchos 
autores a calificar la primera como una cadena perpetua encubierta, o una modalidad suya 
que, al fin y al cabo, ofrece posibilidades mínimas de que el condenado pueda salir de la 
prisión en un futuro, por más que muestre síntomas de mejoría en sus conductas 
antisociales. 
Para ampliar esta información, acerca de cuántos países tienen configurada una cadena 
perpetua que puede llegarse a cumplir en su totalidad o al menos una institución similar 
a la PPR, donde el recluso puede pasar el resto de su vida en cautiverio, usaremos el 
siguiente mapa30:  
 
 
 
 
 
 
                                                          
30 www.LifeSentenceMapNew.svg 
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4.4 INSTITUCIONES SIMILARES A LA PRISIÓN PERMANENTE REVISABLE 
EN OTROS PAÍSES EUROPEOS 
Uno de los argumentos que es usado por los que apuestan por la constitucionalidad y 
adecuación a las normativas europeas de la PPR es que esta institución aparece ya 
regulada en otros países europeos de nuestro entorno. Ciertamente ello es así, pues en 
otros países europeos como Alemania, Italia, Francia o Reino Unido sí que aparece una 
institución muy similar a la PPR, una suerte de cadena perpetua que prevé plazos que 
una vez agotados, permite la revisión de si procede o no continuar el recluso la vida en 
cárcel. 
Pero no es menos cierto, que hay importantes elementos diferenciadores entre la PPR de 
España y las demás. Por ejemplo, en relación a los plazos a partir de lo cuáles se revisa: 
en España los reos llegarían hasta incluso los 25 años31 en prisión sin poder acceder al 
tercer grado, es decir a la libertad condicional, que es un instrumento de suspensión de la 
PPL. En cambio, en otros países de nuestro entorno que prevén una institución similar a 
la PPR, los plazos a partir de los cuales se revisa la condena para otorgar el tercer grado 
establecen plazos más breves, por ejemplo, el legislador alemán, establece una revisión 
obligatoria pasados los primeros 15 años.  
Por otro lado, en el resto de ordenamientos antes mencionados, está establecido que la 
concesión del tercer grado es imperativa en caso de que se cumplan los requisitos legales 
establecidos (mostrar capacidad de reinsertarse en la sociedad, mostrar síntomas de 
arrepentimiento...). Pero sobretodo, los criterios que se establecen para averiguar si el 
condenado cumple o no con esos requisitos para que se le suspenda la ejecución de la 
PPR, son los que mayores discrepancias pueden producir, pues como se ha mencionado 
con anterioridad, los criterios que se usan para realizar esa evaluación dependen de la más 
estricta subjetividad del órgano judicial. 
 
 
 
 
 
                                                          
31 Artículo 92 Código Penal español. 
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4.5 DOCTRINA DEL TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 
El Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales, conocido también como Convenio Europeo de Derechos Humanos 
(CEDH), es un convenio que recoge una compilación de derechos para los individuos, 
que fue adoptado por el Consejo de Europa en el año 1950. Nacía con la firme intención 
de proteger los derechos humanos y libertades fundamentales de los individuos bajo 
jurisdicción de los estados miembros. Fue inspirado, en la mayor parte de su articulado, 
de manera expresa, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948. 
Cuatro años después de la adopción del CEDH, se creó el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos (TEDH), ubicado en Estrasburgo (Francia). España ratificó el CEDH el 26 de 
septiembre de 1979 (BOE 10/10/1979), por lo que una vez agotados los recursos 
nacionales, cualquier ciudadano bajo jurisdicción española puede presentar demanda de 
manera directa ante el TEDH, si entendiere que uno o varios de los derechos, que el 
CEDH reconoce, ha podido ser vulnerado y no ha podido acceder a la justica por los 
tribunales nacionales. 
El TEDH es un órgano supranacional que se encargará de enjuiciar y, en su caso, condenar 
las violaciones del Convenio Europeo de Derechos Humanos. Está compuestos por 
magistrados independientes, que son nombrados por los Estados parte. Es, además, 
conocido como el órgano judicial internacional para la protección de los derechos 
humanos más efectivo del mundo, porque cualquiera de los ciudadanos sometidos a la 
jurisdicción nacional de un Estado parte puede directamente presentar una demanda, a 
título individual, ante este órgano internacional independiente.  
El TEDH además de resolver controversias fundamentándose en lo previsto en el CEDH 
e incluso en su propia jurisprudencia, la cual es una importante fuente que ha obligado a 
muchos estados a modificar su legislación por resultar contraria al CEDH, también realiza 
una importante labor interpretativa de los derechos humanos y establece los alcances o 
límites en el ejercicio de los mismos. Pues bien, el TEDH tuvo ya ocasión de pronunciarse 
sobre la adecuación de las cadenas perpetuas revisables o PPR al CEDH en relación con 
otros países. 
El TEDH ha declarado que una PPR no vulneraría el artículo 3 de la CEDH siempre que 
existieren garantías para el condenado de que su condena va a ser revisada. Además, el 
reo debe saber en el momento de la condena, los plazos a partir de los cuáles se realizará 
la revisión y se le debe de poner en conocimiento de los requisitos legales que se 
  29 
comprobarán para otorgarle la suspensión de la PPR. Esa exigibilidad de que haya 
mecanismos de revisión que garanticen al reo que puede salir de la prisión, son lo que 
exige el TEDH para que la PPR sea legal y acorde al CEDH. 
Para ampliar nuestros conocimientos, entiendo que procede añadir en el Trabajo, las 
sentencias en las que el TEDH se ha pronunciado sobre esta materia. La sentencia más 
reciente ha sido sobre el caso Hutchinson contra Reino Unido, resuelto el 3 de febrero de 
2015, en la que el Tribunal establece que la Cadena Perpetua impuesta al reo no es 
contraria al CEDH porque prevé la posibilidad de ser revisada una vez agotados unos 
plazos y la concurrencia de unos requisitos. No obstante, dos años antes de esa sentencia, 
el TEDH se pronunció sobre otra, conocida como el caso Vinter y otros contra Reino 
Unido. En este caso, el Tribunal declaró ilegal a la Cadena Perpetua porque no establecía 
garantías efectivas de revisión de la condena.  
A mi entender, aunque pueda ser más laborioso, resulta mucho más esclarecedora la 
doctrina del TEDH si se estudian los dos casos por separado, para así, poder observar cuál 
es la evolución o cambios que ha apreciado el Tribunal para que, en el plazo de dos años, 
haya optado por declarar a la Cadena Perpetua acorde al CEDH.  
 
 
 
 
 
 
4.5.1 CASO VINTER Y OTROS CONTRA REINO UNIDO 
Esta sentencia se dictó el de 9 de julio de 2013, se resolvía de esta manera varias demandas 
acumuladas interpuestas por presos sentenciados a cadena perpetua en el Reino Unido 
(entre ellas la de Vinter). Los demandantes alegaban que las cadenas perpetuas que fueron 
impuestas a los mismos, suponían un maltrato que vulneraba el artículo 3 de la CEDH. 
Pues bien, resulta que el legislador del Reino Unido, tras abolir la pena de muerte en 1965, 
decidió que, para los crímenes de asesinato, la pena sería una cadena perpetua y añadía 
que el Juez que dictare sentencia establecerá un período mínimo de cumplimiento en 
prisión, para que la pena cumpliera la función retributiva.  
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Los criterios a tener en cuenta para establecer el período mínimo a cumplir que debía 
observar el Juez están establecidos en la Ley de Justicia Penal de 2003 (grado de 
premeditación, víctima especialmente vulnerable, abuso de una posición de 
confianza…etc.). Pasado ése período mínimo de la cadena perpetua, el condenado podía 
solicitar la libertad condicional a la Junta de Libertad Condicional. Ahora bien, acto 
seguido, el legislador de Reino Unido también preveía lo siguiente: si el Juez estimare 
que los hechos cometidos revisten de una gravedad excepcional, podrá, en lugar de 
establecer un período mínimo, imponer una cadena perpetua permanente (whole life 
order) al reo si se daban las circunstancias previstas en el Anexo 21 de la Ley de Justicia 
Penal (asesinato de dos o más personas, grado de planificación o premeditación, conducta 
cruel, motivos religiosos, ideológicos o políticos, asesinato cometido por persona ya antes 
condenada por asesinato…etc.).  
Esta previsión se traducía en que el reo no podía ser liberado, salvo por la potestad 
discrecional del Ministerio de Interior del Reino Unido (Secretary of the State for the 
Home Office), aunque esa potestad para liberar al reo sólo se podía basar en motivos 
humanitarios, por ejemplo, enfermedad terminal del condenado prevista en una 
Ordenanza de Servicios Penitenciarios. También existía un tercer tipo de PPR, conocida 
como cadena perpetua determinable (whole life tarriff), y que consistía en un 
cumplimiento mínimo de 25 años y que, una vez cumplidos, el Ministerio del Interior 
revisaría la situación del reo, y determinaría si está capacitado para salir o no de la prisión, 
teniendo como criterios los establecidos en el Capítulo 12 de la Ordenanza32 (riesgo de 
reincidencia mínimo, que existieren fuera de la prisión cuidados y tratamientos requeridos 
para la salud del recluso…etc.). 
Con la entrada en vigor de la Ley de Justicia Penal en 2003, se suprimió la potestad del 
Ministerio del Interior de otorgar la libertad condicional, imponiendo al Juez que 
establezca siempre un período mínimo cuando sentenciare una cadena perpetua 
permanente. Pero los demandantes en el presente caso habían sido sentenciados antes de 
la entrada en vigor de la Ley de Justicia Penal de 2003. Pasemos brevemente a señalar 
los antecedentes de hechos por los que los demandantes cumplían la cadena perpetua 
permanente.  
                                                          
32 Ordenanza de Servicios Penitenciarios Número 4700. Prison Service Order, paragraph 4700. 
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El señor Vinter cumplía cadena perpetua permanente (whole life order) por haber 
cometido varios asesinatos; primero cometió el asesinato de un compañero de trabajo en 
el año 1996, acción por la que fue sentenciado a cadena perpetua (distinta a la cadena 
perpetua permanente). Una vez cumplido el período mínimo que antes mencionábamos, 
le fue otorgada la libertad condicional el 8 de agosto de 2005. Pasado un año, le fue 
revocada la libertad condicional por participar en una pelea en un bar por la que pasó en 
prisión 6 meses. Cumplidos los 6 meses, volvió a serle otorgada la libertad condicional. 
Esta vez cometió su segundo asesinato, el de su cónyuge. Tras esta acción, el Juez le 
condenó a una cadena perpetua permanente, en la que no había un período mínimo a 
cumplir establecido. Era básicamente una cadena perpetua sin posibilidad de revisión 
alguna, salvo que el Ministerio del Interior, por las razones antes mencionadas (salud), le 
otorgara la libertad condicional. El Tribunal de Apelaciones del Reino Unido desestimó 
la demanda del Señor Vinter, pues entendía, que, efectivamente, al haber sido encarcelado 
por un asesinato y luego al pasar a libertad condicional, cometer otro asesinato, eran 
hechos que revestían la suficiente gravedad para que se le condenara a la cadena perpetua 
permanente. Así, además de satisfacer la función retributiva, se cumpliría la función de 
prevención de la pena, pues la Administración del Estado tenía la responsabilidad de 
evitar que este individuo cometiera más delitos. 
El segundo demandante, el señor Bamber, había sido condenado a una cadena perpetua 
determinable (whole life tarriff) por la comisión de un asesinato múltiple en 1958, en el 
que éste individuo le quitó la vida a sus padres, a su hermana adoptiva y a los dos hijos 
pequeños de ésta. La fiscalía le acusó de asesinato planeado, premeditado y cometido por 
intereses económicos. El Juez le condenó a cumplir una condena mínima de 25 años, pero 
también envió una carta al Ministerio del Interior en la que decía textualmente “Yo nunca 
lo excarcelaría”. El Ministerio del Interior acordó en 1994, vista la gravedad de los 
hechos y el número de personas asesinadas, que el señor Bamber no podía salir de prisión 
nunca. El señor Bamber recurrió esa decisión, pero el Tribunal Superior (The Supreme 
Court of the United Kingdom) declaró que la decisión del Ministerio del Interior se 
ajustaba a derecho, y también el Tribunal de Apelaciones confirmó las sentencia del 
Tribunal Superior.  
El tercero de los demandantes era el Señor Moore, que también se encontraba en idéntica 
situación, al haber cometido el asesinato de varios señores con arma blanca con el 
propósito de “obtener placer sexual” en palabras del Juez y la fiscalía. 
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Vistos los hechos por el TEDH, el Tribunal resolvió declarando que, efectivamente, la 
legislación de Reino Unido vulneraba el artículo 3 de la CEDH, por tratarse de una pena 
inhumana y denigrante, contraria al elemento centrar de los principios del CEDH, la 
dignidad humana, así como no respetuosa con una de las finalidades primordiales de las 
penas, según principios penales modernos, como es la rehabilitación del recluso. El 
TEDH usó varias sentencias de órganos nacionales de los Estados parte del Convenio, 
que apuntaban en la misma dirección. Una de ellas, dictada por el Tribunal 
Constitucional 33  de Italia, llegaba a la conclusión de que el artículo 27.3 34  de la 
Constitución de Italia significaba que la rehabilitación era la finalidad de toda pena y el 
derecho de todo recluso y que, por tanto, la libertad condicional era pieza esencial para la 
consecución de ese resultado que permitiría la reinserción del reo en la sociedad. También 
tuvo en consideración otra sentencia del Tribunal Constitucional italiano que se 
pronunciaba ante una cuestión de constitucionalidad presentada por un Tribunal Penal de 
Verona, sobre si las cadenas perpetuas permitían o no la rehabilitación del recluso. En 
este caso, se consideró que las cadenas perpetuas no serían contrarias a la Constitución 
Italiana siempre y cuando existiera la posibilidad de solicitar la libertad condicional.  
El TEDH también trajo a colación sentencias de otros estados parte, por ejemplo, la del 
Tribunal Constitucional Federal de Alemania, datada el 21 de junio de 1977. En esta 
sentencia, el tribunal alemán resolvió que el Estado no estaba legitimado para convertir a 
un recluso en un mero objeto con el fin de prevenir un delito, mermando un derecho 
constitucional reconocido. Añadía que la cadena perpetua sólo sería constitucional si 
existiere “una concreta, realista y asequible oportunidad” de solicitar la libertad 
condicional, pues en caso contrario, el Estado alemán estaría despojando al recluso de 
“toda esperanza de recobrar de nuevo su libertad”, aspecto que también dificultaría la 
rehabilitación del individuo, quien no tendría ya ninguna razón para tener que modificar 
su comportamiento, pues no habría posibilidad alguna de salir de la prisión, por mucho 
que el recluso mostrare síntomas de arrepentimiento y rehabilitación total de sus 
conductas. También declaró el TCF de Alemania que, si la única razón para poder otorgar 
la libertad condicional al recluso condenado a cadena perpetua era la humanitaria, 
también sería inconstitucional y contraria a lo antes mencionado. 
                                                          
33 Sentencia del Tribunal Constitucional de Italia 192/1976. 
34 Artículo 27.3 de la Constitución Italiana: Las penas no podrán consistir en tratos contrarios al sentido 
de la humanidad y deberán encaminarse a la reeducación del condenado. 
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También usó el TEDH como fundamento Recomendaciones35 del Consejo de Europa, 
entre las que destacaba el artículo 103.2 de la Recomendación Rec(2006)2 del Comité de 
Ministros a los Estados Miembros sobre las Reglas Penitenciarias Europeas, que rezaba 
lo siguiente: “una vez entrado en prisión, se redactará un informe sobre el condenado 
que incluya su situación personal, el plan individual de ejecución de la pena propuesto 
para él y la estrategia a seguir para preparar su libertad”, también “que los 
mencionados planes incluirán en la medida de lo posible…una preparación para la 
puesta en libertad”  y el artículo 103.8 que hace referencia a que lo antes mencionado se 
realizará con especial atención para condenados a cadena perpetua y a penas de prisión 
de larga duración. También se traían a colación las Reglas Mínimas de Naciones Unidas 
para el tratamiento de los reclusos, del año 1957. Dichas reglas36 hacían alusión a que el 
fin del cumplimiento de la prisión tiene que ser el de asesorar, orientar, desarrollar y 
educar al condenado para tener la voluntad de vivir conforme a la ley, además de generar 
y fomentar esa aptitud, con tal de que una vez en liberad existan expectativas de no volver 
a caer en el delito. 
Las conclusiones de la Sala del TEDH fueron que, efectivamente, los demandantes tenían 
la razón, por ser las condenas perpetuas permanentes contrarias al artículo 3 de CEDH, al 
ser penas que suponían una clara violación de los estándares mínimos de la dignidad 
humana, pero, sobre todo, al no permitir posibilidad alguna para revisar la condena 
perpetua permanente. Que la potestad discrecional del Ministerio del Interior de otorgar 
la libertad condicional, únicamente por motivos humanitarios, era muy restrictiva y 
constituiría una “desproporcionalidad manifiesta” para el recluso. Por otra parte, la Gran 
Sala en las Conclusiones generales respecto a las penas a cadena perpetua, deja la puerta 
abierta a las mismas, con la condición de que el Estado provea también mecanismos de 
revisión para que cuando el recluso experimente cambios y además muestre progresos en 
dirección a la rehabilitación, durante la estancia en prisión, se le deba conceder la libertad 
                                                          
35 Recomendaciones 22 y 23, 2003, sobre la rehabilitación y a la preparación de los reclusos para afrontar 
con éxito su puesta en libertad. 
36 Tratamiento 65: El tratamiento de los condenados a una pena o medida privativa de libertad debe tener 
por objeto, en tanto que la duración de la condena lo permita, inculcarles la voluntad de vivir conforme a 
la ley, mantenerse con el producto de su trabajo, y crear en ellos la aptitud para hacerlo. Dicho tratamiento 
estará encaminado a fomentar en ellos el respeto de sí mismos y desarrollar el sentido de responsabilidad. 
Tratamiento 66: Para lograr este fin, se deberá recurrir, en particular, a la asistencia religiosa, en los países 
en que esto sea posible, a la instrucción, a la orientación y la formación profesionales, a los métodos de 
asistencia social individual, al asesoramiento relativo al empleo, al desarrollo físico y a la educación del 
carácter moral, en conformidad con las necesidades individuales de cada recluso. Se deberá tener en cuenta 
su pasado social y criminal, su capacidad y aptitud físicas y mentales, sus disposiciones personales, la 
duración de su condena y las perspectivas después de su liberación. 
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condicional. Además, aclara el TEDH, que son los estados parte, según sus ordenamientos 
nacionales, a los que corresponde establecer estos mecanismos de revisión. La sentencia 
reconoció la vulneración del artículo 3 del CEDH con respecto a todos los demandantes 
(16 votos contra 1). También condenó al Reino Unido a abonar una cuantía de 40.000€ 
por daños morales al señor Vinter.  
Para concluir este apartado, conviene hacer saber que la sentencia, en la práctica, no 
supuso la liberación inmediata de los reclusos, sino únicamente, obligaron al Reino Unido 
a establecer criterios para la revisión de la condena, en caso de que existieren signos de 
rehabilitación. Hay que recordar, que esta sentencia vino con el debate abierto sobre la 
salida del Reino Unido del CEDH. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
4.5.2 CASO HUTCHINSON CONTRA REINO UNIDO 
Tras la sentencia que hemos comentado en el apartado anterior, Reino Unido estableció 
mecanismos de revisión de las condenas, con tal de adecuar su ordenamiento al CEDH. 
No obstante, a pesar de esas modificaciones, otro recluso condenado a una cadena 
perpetua demandó al Reino Unido ante el TEDH, siendo, además, el caso más reciente en 
el que el TEDH se ha pronunciado sobre una institución similar a la PPR es el denominado 
caso Hutchinson contra Reino Unido y resuelto el 3 de febrero de 2015. 
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El demandante venía cumpliendo una cadena perpetua permanente (life imprisonment) 
por haber cometido los siguientes hechos: en el año 1983 irrumpió en una casa, asesinó 
con arma blanca al dueño, a la esposa de éste y al hijo mayor, violó repetidamente a la 
hija menor de la familia, aunque no llegó a asesinarla y luego, también se llevó varios 
objetos de la casa. Fue detenido varias semanas después y en 1984 fue declarado culpable 
de haber cometido 3 asesinatos, violación y robo por el Tribunal Penal de Sheffield. Se le 
condenó a cadena perpetua permanente, con un período mínimo de 18 años a cumplir en 
prisión y con la posibilidad de que una vez transcurrido ése plazo, el Ministerio de Interior 
(Secretary of the State for the Home Office) revisara su caso, y si se dieren las 
circunstancias otorgase la libertad condicional al recluso. 
El Juez que dictó la sentencia, en una carta dirigida al Ministerio del interior confesaba 
que vistos los hechos: “para la necesidad de retribución y la disuasión general, es 
necesaria una prisión de por vida”. También el presidente del Tribunal Supremos de 
Reino Unido, manifestó “Éste hombre no puede nunca ser puesto en libertad”. Esto 
último aunado con una gran presión social, hizo que el Ministerio de Interior decidiera 
incorporar al demandante en el pequeño grupo de reclusos sentenciados a prisión de por 
vida.  
Cabe recordar, que tras la sentencia del caso Vinter, muchos reclusos que venían 
cumpliendo cadena perpetua permanente presentaron recursos ante los tribunales del 
Reino Unido, pensando que también les darían la razón, entre ellos Hutchinson. Pero los 
tribunales nacionales del Reino Unido declararon ajustada a derecho la decisión del 
Ministerio de Interior desestimando las pretensiones de Hutchinson a que le fuera 
otorgada la libertad condicional. Pues ciertamente existían razones penológicas que daban 
fe de la existencia de una probabilidad de reincidencia que, por pequeña que fuera, el 
Estado tenía que resolver con cautela.  
Una vez agotados los recursos internos, la defensa de Hutchinson presentó una demanda 
ante el TEDH. La defensa alegaba que su caso era idéntico al caso Vinter que, como ya 
sabemos, había sido resuelto admitiendo la vulneración del CEDH por el TEDH.  
Entendía que el mecanismo previsto por la legislación nacional del Reino Unido para que 
fueran circunstancias especiales las que obligaran al Ministerio de Interior a autorizar la 
libertad condicional, eran demasiado “inciertas”, “poco claras” y que “ofrecían 
esperanzas demasiado vagas al recluso”. 
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Pues bien, antes de entrar en los argumentos que usa el TEDH para resolver este caso, 
resulta procedente saber que, después de la resolución de las sentencias del caso Vinter y 
otros contra Reino Unido, en Reino Unido, se creó una comisión especial en el Tribunal 
de Apelaciones para hacer frente a todas las peticiones de reclusos condenados a cadenas 
perpetuas permanentes. El Tribunal de Apelaciones, vino a resolver varios casos 
nacionales (Oakes, Bieber…entre otros) de la siguiente manera: que el Ministerio del 
Interior era una autoridad pública y que, por el hecho de serlo, estaba directamente 
vinculada a actuar de acuerdo con lo previsto en la CEDH, en concreto en relación con el 
artículo 3 del Convenio de Roma, y sus decisiones eran susceptibles de control 
jurisdiccional. Además, las solicitudes que el Ministerio resolviera, bien otorgando o bien 
denegando la libertad condicional, debían de estar motivadas, y muy en especial en caso 
de ser denegadas, supuesto en el que deberían justificarse con más detalle las razones por 
las que el recluso debería estar en prisión (evitar reincidencia, falta de rehabilitación 
suficiente…etc.)  
La Gran Sala hizo un especial hincapié y mención al trabajo realizado por el Tribunal de 
Apelaciones, pues esas iban a ser las razones en las que iba a basar su Sentencia. El TEDH 
resolvió el caso de Hutchinson de la siguiente manera: a) Que, efectivamente, para que 
un recluso condenado a cadena perpetua permanente pudiera ser liberado, deberían 
concurrir “circunstancias especiales”, que debían estar dotadas de un grado de certeza 
suficiente para que, en caso de concurrir las mismas, se pudiera otorgar la libertad 
condicional. b) Que el Ministerio de Interior (Secretary of the State for the Home Office) 
deberá resolver de manera individual y motivada cada caso en el que deniegue la libertad 
condicional. c) Que la decisión del Ministerio del Interior estará sujeta a control 
jurisdiccional. 
En este sentido, viene el TEDH a entender que las interpretaciones del ordenamiento 
nacional que ha realizado el Tribunal de Apelaciones proporcionan al delincuente una 
“esperanza” o “posibilidad” de su liberación si las circunstancias excepcionales que 
concurren ya no justifican su estancia en la prisión, y que el criterio para determinar las 
circunstancias especiales que permiten la excarcelación es difícil de especificar por 
adelantado, pues son y deben ser estudiadas desde los principios penológicos caso por 
caso. Finalmente, el TEDH declara que, efectivamente, la Ley de Justicia Penal de 2003 
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es acorde con el CED y que puede haber casos raros, aunque muy pocos37, a los que se 
impongan cadenas perpetuas permanentes de por vida, siempre y cuando no concurran 
circunstancias especiales que no justifiquen la estancia del recluso en prisión. 
El TEDH concluye que, si bien es cierto que la doctrina de este tribunal exige mecanismos 
de revisión que garanticen esperanzas de salida al recluso, no lo es menos que esos 
mecanismos son a elección de cada Estado, que podrá establecer las condiciones, plazos 
o formas que permitan otorgar la libertad condicional de conformidad con su propia 
justicia penal. La cadena perpetua permanente será compatible con el artículo 3 de la 
CEDH siempre que existan métodos “reductibles” de la condena. Bastará con que esos 
métodos permitan a las autoridades nacionales y, en especial, a los tribunales tener en 
cuenta los cambios que experimenten los prisioneros y que su progreso hacia la 
rehabilitación sea lo suficientemente significativo para liberarlos, de manera que su 
estancia en la prisión no pueda justificarse por ningún motivo penológico legítimo. Que, 
aunque en la práctica una cadena perpetua pueda ser cumplida en su totalidad, no la hace 
incompatible con la CEDH, pues será perpetua cuando no tuvieren lugar las 
circunstancias que legitimen su puesta en libertad. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
37 El Ministerio de Justicia tiene hecha pública en su portal de Transparencia la relación de estadísticas: 
Hay 61 personas condenadas a cadena perpetua (Whole Life Tarriff), de las que 5 están cumpliendo la pena 
en un Hospital. 
https://www.gov.uk/government/uploads/system/uploads/attachment_data/file/223506/whole-life-tariffs. 
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5. CONCLUSIONES DEL AUTOR 
Coincido con el TC, en el sentido de que, efectivamente, las penas privativas de libertad 
no persiguen como única finalidad la de ofrecer al recluso una oportunidad de que se 
reinserte en la sociedad. Esta finalidad puede ser muy legítima, pero no son menos 
legítimas otras finalidades como la prevención general, especial, retribución de la 
víctima…etc. Recuerden que las víctimas de un delito no pueden vengarse por sí mismas, 
sino que es el Estado el que de manera exclusiva y excluyente decide sobre el castigo del 
autor del delito. Olvidar la retribución a la víctima podría provocar que la víctima 
decidiera hacer justicia por sus propios métodos. En este sentido, el autor de un delito, 
debe ser castigado y, además, a la víctima le ha de parecer, ese castigo al delincuente, lo 
más proporcional y justo posible. 
Tampoco es menos legítima la finalidad de evitar o prevenir la comisión de nuevos 
delitos, pues el Estado y sus instituciones son las que asumen la responsabilidad de 
mantener seguros a los ciudadanos y garantizar en la mayor medida posible el ejercicio 
de los derechos y libertades con plena normalidad.  
Por otro lado, a pesar de los numerosos manuales y artículos doctrinales que he podido 
consultar sobre el tema, en ninguno de ellos se menciona las consecuencias que esta 
cuestión puede tener sobre el principio acusatorio, según el cual es la parte acusadora 
(piénsese en el Ministerio Fiscal) la que debe sostener la acusación y probar la autoría del 
delito y las demás circunstancias que dan lugar a la sanción penal. Si el TC hubiera optado 
por una doctrina distinta, en la que estableciera que el ingreso en prisión de un delincuente 
tiene el fin exclusivo de proporcionarle una reeducación y lograr su reinserción social 
que, una vez conseguida esta, retorne a la sociedad. ¿acaso no debería la parte acusadora, 
además de probar la culpabilidad del delincuente, probar también que el delincuente no 
está en condiciones de convivir en la sociedad y que necesita un tratamiento de 
reinserción en una prisión? ¿no le bastaría a la defensa acreditar que el acusado está 
perfectamente integrado en la sociedad para evitar una pena privativa de libertad? 
Entiendo que la respuesta es sencilla. Si esa hubiera sido la doctrina del TC y respetando 
el principio acusatorio, las necesidades de reeducación y reinserción social se habrían 
convertido en objeto del proceso penal, haciendo el papel de la parte acusadora más 
laborioso de lo que ya es, lo que no me parece muy justo.  
En cuanto a la desproporcionalidad de una pena de larga duración, cabe señalar que los 
delincuentes tienen la garantía de la tipicidad, en virtud de la cual no pueden ser 
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condenados a una pena si ésta no está prevista en la Ley. Por lo tanto, no pueden alegar 
desconocimiento de que la conducta que van a realizar conlleva una PPL de tan larga 
duración. 
Sin embargo, también cabe decir que las PPL muy prolongadas en el tiempo acaban 
dejando secuelas irreversibles en el recluso, además de reducir al mínimo las 
posibilidades de reinserción y reeducación, y esa es la principal razón por la que se podría 
declarar inconstitucional la prisión permanente revisable. 
Pero lo cierto es que no estamos ante una prisión que necesariamente perdure hasta la 
muerte del recluso, puesto que existen plazos que, una vez agotados, permiten que se 
revise la pena. Por lo tanto, no estaríamos ante una cadena perpetua como la han venido 
a calificar los detractores de la PPR. Pero muy en especial, quisiera hacer una breve 
reflexión respecto a la responsabilidad del Estado de asegurar el ejercicio de los derechos 
y libertades de los ciudadanos. En el contexto actual, hemos podido observar cómo en los 
últimos tiempos se han venido cometiendo atentados terroristas (Paris: 13 noviembre 
2015. Bruselas: 22 de marzo), perpetrados por grupos armados que tienen como objetivo 
el ocasionar el mayor número de víctimas. Es público y notorio que los terroristas usan el 
miedo para conseguir implantar sus ideales más allá de sus fronteras, ideales que chocan 
de frente con nuestros modelos de convivencia y que, para nada coinciden con los 
principios y valores sobre los que se asientan nuestras democracias. En este sentido, creo 
que este tipo de actos nos deben hacer reflexionar sobre cuál es el modelo de 
cumplimiento de penas privativas de libertad por el que debemos de optar.   
A mi juicio, una pena de PPR para un individuo que ha cometido semejantes actos, desde 
luego que desproporcionada no me parece, pues resulta muy difícil o casi imposible poder 
afirmar que este tipo de delincuentes, que están dispuestos a perder la vida en la comisión 
de los delitos podrán algún día reinsertarse en la sociedad. Creo que el legislador ha 
acertado al incorporar en nuestro ordenamiento jurídico una institución, prevista ya en 
otros países de nuestro entorno, que no impone una obligación de poner en libertad a un 
individuo por el único motivo de expiración de unos plazos, cuando el criterio más 
razonable, en estos casos, sería no tanto el del tiempo en prisión, que también es 
importante, sino otro criterio mediante el cual podamos concluir que el recluso es capaz 
de retornar a la sociedad sin suponer riesgo alguno para la misma.  
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Para finalizar, el estudio realizado me permite en estos momentos poder hacer ya la 
valoración a la que hacía referencia al inicio del TFG, sobre la adecuación o no de la PPR 
a la CE, con mayor precisión y fundamento que la valoración que haría sin los 
conocimientos adquiridos por la realización de este trabajo. Creo que el TC declarará 
constitucional la PPR por la sencilla razón de que están previstos mecanismos que 
permiten revisar la condena. Además, entiendo recuerden que el TC, aunque sólo depende 
de la CE y de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, sí tendrá en cuenta la doctrina 
asentada por el TEDH, según la cual cualquier condena a prisión permanente será legal 
siempre que existan mecanismos efectivos de revisión de la misma, y éste es el caso de 
la PPR. Algunos críticos han señalado que los criterios que tiene en cuenta el Juez para 
valorar la aptitud del recluso para salir de la prisión son confusos y dependen en exclusiva 
de la subjetividad del Juez. Pero lo cierto es que, aunque haya lugar para matizaciones, 
conviene siempre hacer una reflexión justa: España es un estado de Derecho y los jueces 
han demostrado a lo largo de la Democracia ser unos auténticos garantes del ejercicio de 
los derechos y libertades de todos los ciudadanos. En ese sentido, creo justo decir que, si 
un Juez entiende que no se debe otorgar la libertad condicional al recluso, es porque existe 
una previsión sólida de la reiteración del delito. 
No obstante, nos hemos puesto en contacto con la Secretaría del Pleno del TC para 
interesarnos por el estado del recurso y se nos ha comunicado que la saturación de 
recursos pendientes retrasará la resolución del recurso de inconstitucionalidad, sobre la 
que estaremos muy pendientes, pues resultará de gran interés saber cuáles son los 
argumentos que empleará el TC para determinar la pronosticable, a juicio de este autor, 
constitucionalidad de la prisión permanente revisable. 
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